
LAS CARACTERÍSTICAS DEL PROCESO CONSTITUYENTE 
VENEZOLANO DE 1999 Y SU FRACASO COMO  
INSTRUMENTO DE CONCILIACIÓN POLÍTICA  

Allan R. Brewer-Carías 

INTRODUCCIÓN 

En 1999 se desarrolló en Venezuela un proceso constituyente 
(constitution making process), que llevó a la convocatoria de una 
Asamblea Nacional Constituyente y su elección por votación popular, 
y a la sanción de una nueva Constitución, la de 30-12-99, que es la nú-
mero 26 en la historia constitucional del país desde 1811. 

No era la primera vez que en la historia de Venezuela se producía 
un proceso de esta naturaleza. En primer lugar, están los procesos 
constituyentes iniciales, en 1811, de constitución del Estado al declarar-
se la independencia de las colonias españolas que formaban la Capita-
nía General de Venezuela y crearse la Confederación de los Estados de 
Venezuela, y en 1830, al reconstituirse el Estado de Venezuela como 
separación territorial y política de la República de Colombia (que en 
1819 y 1821 había promovido Simón Bolívar); luego, en segundo lugar, 
se realizaron siete procesos constituyentes, en 1858, 1863, 1893, 1901, 
1914, 1946 y 1953, mediante la convocatoria de Asambleas o Congresos 
Constituyentes y la sanción de nuevas constituciones. En todos esos 
casos, los procesos constituyentes fueron consecuencia de la ruptura 
fáctica del hilo constitucional, como consecuencia de un golpe de Esta-
do, de una revolución o de una guerra. 

El proceso constituyente de 1999, en contraste, tuvo una peculiari-
dad que lo diferencia de todos los otros en nuestra historia, e, incluso 
de procesos similares ocurridos en otros países en las últimas décadas, 
y es que no fue producto de la ruptura fáctica del hilo constitucional 
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como consecuencia de una revolución, una guerra o un golpe de Esta-
do. Dicho proceso constituyente de 1999, en realidad, se desarrolló en 
democracia, aún cuando en medio de una severa crisis política del fun-
cionamiento del régimen democrático que se había instituido desde 
1958. El golpe de Estado, en realidad, lo dio la propia Asamblea Na-
cional Constituyente electa en julio de 1999, al irrumpir contra la Cons-
titución vigente en ese momento, que era la de 1961. 

Ahora bien, en medio de la crisis terminal del sistema político de 
democracia centralizada de partidos que venía funcionando, y de los 
conflictos políticos originados por la falta de evolución del sistema, el 
proceso constituyente de 1999 no podría ni debía tener otra motivación 
distinta que no fuera la necesidad de recomponer el sistema democrá-
tico y asegurar su gobernabilidad. Ello requería de un pacto político de 
todos los componentes de la sociedad que asegurara la participación 
de todos los sectores, para diseñar el funcionamiento de la democracia 
y la reforma del Estado. Para ello era que debía elegirse la Asamblea 
Constituyente. 

Por eso, precisamente, en la convocatoria del referéndum consul-
tivo sobre la Asamblea Nacional Constituyente decretada el 2 de febre-
ro de 1999, se trataba de preguntarle al pueblo su opinión sobre la con-
vocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente: “con el propósito 
de transformar el Estado y crear un nuevo ordenamiento jurídico que 
permita el funcionamiento efectivo de una democracia social y partici-
pativa”. 

Por tanto, esa fue la razón de ser del proceso constituyente en 1999 
y salvo por posiciones circunstanciales de carácter político, era difícil 
que alguien en el país no estuviera de acuerdo con esos propósitos: 
transformar el Estado, por una parte, y por la otra, poner en funciona-
miento efectivo la democracia para hacerla social y participativa.  

En todo caso, se trataba de un intento de utilizar un instrumento 
político de conciliación, necesario para recomponer el sistema demo-
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crático y asegurar su gobernabilidad, para lo cual era necesario asegu-
rar la participación de todos los sectores de la sociedad, lo que sin em-
bargo, no se logró. Al contrario, acentuó las diferencias fundamentales 
entre los sectores políticos, y profundizó la fraccionalización del país. 
Por tanto, lejos de haber constituido un mecanismo para promover el 
diálogo y consolidar la paz, permitiendo la competitividad y conviven-
cia, sirvió para acentuar las diferencias y agravar la crisis política 

Pero además, tres años después de realizado el proceso constitu-
yente, la conclusión es que tampoco se lograron los propósitos que lo 
motivaron, pues no hubo efectiva reforma del Estado para asegurar la 
democracia social y participativa. 

El proceso constituyente, en ese sentido, fue un fracaso, y si bien 
se realizaron cambios políticos de gran importancia, los mismos lo que 
provocaron fue la acentuación de los elementos de la democracia que 
estaban en crisis, pero con un cambio de los actores políticos, por el ac-
ceso al poder de nuevos líderes que han contribuido a acentuar las di-
ferencias entre los venezolanos y extremar la polarización política, 
haciendo cada vez más difícil la conciliación. El proceso constituyente 
de 1999, por tanto, sirvió para permitir el apoderamiento de la totali-
dad del poder por un grupo que ha aplastado a todos los otros, abrien-
do heridas y rivalidades sociales y políticas, que no se habían presen-
ciado en décadas, y acentuando los conflictos sociales y políticos del 
país. 

Ahora bien, para entender las características y el fracaso del proce-
so constituyente venezolano de 1999, que pasó por una consulta popu-
lar sobre la convocatoria de una Asamblea Constituyente en abril de 
1999; por la elección de la Asamblea Nacional Constituyente en julio de 
1999 y por la sanción de una nueva Constitución en diciembre de 1999, 
resulta indispensable, analizar los antecedentes políticos del proceso: 
Ellos deben ubicarse en la crisis terminal del sistema político democrá-
tico que se había instaurado en Venezuela desde finales de la década 
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de los cincuenta. Esa crisis, se insiste, fue la que motivó la necesidad 
misma de convocar una Asamblea Nacional Constituyente para que 
sirviera de instrumento de conciliación nacional, pero no como vehícu-
lo para la disociación y el conflicto. 

 

I. LAS CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA POLÍTICO, SU CRISIS 
EN 1999 Y LA NECESIDAD DE RECONSTRUIR LA DEMOCRA-
CIA 

El sistema político venezolano instaurado a partir de la revolución 
democrática (cívico-militar) de 1958, que provocó la huida del entonces 
Presidente de la República, General Marcos Pérez Jiménez, quien había 
dominado militarmente el gobierno de la República durante casi una 
década (1948-1957); estuvo comandado por los partidos políticos que 
se habían consolidado en la década de los cuarenta, y cuyos líderes 
habían acordado implantar la democracia en Venezuela, entre otros 
instrumentos, mediante el denominado “Pacto de Punto Fijo” (1958); 
documento que en la historia política de América Latina constituye un 
ejemplo excepcional de un acuerdo entre las élites políticas, para ase-
gurar la gobernabilidad democrática de un país. 

Por ello, el sistema político que se consolidó durante las décadas 
de los años sesenta y setenta, precisamente al amparo de dicho pacto, 
puede entonces caracterizarse como el propio de un Estado democráti-
co centralizado de partidos, montado sobre los siguientes elementos 
relativos a la ordenación del Poder: una democracia de partidos; el cen-
tralismo de Estado; y un sistema de gobierno presidencial con sujeción 
parlamentaria. 
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1. La democracia de partidos: la democracia representativa de partidos 
y la deformación de la representatividad y participación 

En cuanto al régimen político establecido a partir de los años se-
senta, de democracia representativa y pluralista, el mismo, progresi-
vamente, fue monopolizado por los partidos políticos. A ellos, sin du-
da, se le debió la implantación de la democracia, pero no entendieron, 
después de implantada, que los efectos de la democratización exigían 
que la misma se tornara en un sistema más representativo y más parti-
cipativo. 

La representatividad democrática terminó así, siendo un asunto 
exclusivo de los partidos políticos, concibiéndose el sistema electoral 
para que sólo fueran elegidos los representantes de partidos, progresi-
vamente desligados del pueblo y de sus comunidades (sistema de re-
presentación electoral proporcional de método d’Hondt).  

Pero además de convertirse en una democracia exclusivamente 
representativa de partidos, en ella la participación política también 
terminó siendo un monopolio de los partidos políticos. No había otra 
forma de participar políticamente en los asuntos públicos, que no fuera 
a través de los partidos políticos: Estos, además, progresivamente fue-
ron penetrando, intermediando y apoderándose de todas las socieda-
des civiles intermedias, desde los sindicatos y los gremios profesiona-
les, hasta asociaciones de vecinos. 

En todo caso, después de dos décadas de implantación y estabili-
zación de la democracia, hasta comienzos de la década de los ochenta, 
puede decirse que la democratización del país había dado sus frutos, 
por lo que se comenzaron a plantear nuevas y diversas exigencias de 
representatividad y de participación política, y no sólo de los partidos 
o a través de ellos, las cuales lamentablemente no fueron satisfechas.  

Entre otros factores se planteó la necesidad de cambiar el sistema 
electoral pero, por sobre todo, se propugnó hacer a la democracia más 
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participativa. Para ello, por ejemplo, se debió plantear la necesidad ur-
gente de una reforma del régimen y gobierno local, la cual no siempre 
se comprendió, siendo que, en definitiva, es la única vía para la efecti-
va participación democrática. 

El Municipio en Venezuela estaba y continúa estando tan lejos del 
ciudadano, que materialmente no sirve para nada bueno: ni para ser la 
unidad política primaria dentro de la organización nacional, escuela de 
la democracia y centro de la participación política, ni para ser un efec-
tivo instrumento de gestión de los intereses locales. Tan lejos ha estado 
del ciudadano, además, que por ello se torna incontrolable, no le ha 
interesado a nadie (salvo a los partidos) y se ha convertido en un me-
canismo de activismo político y de corrupción impune. 

La crisis de la democracia representativa de partidos planteaba en-
tonces, en Venezuela, la necesidad de su sustitución, para que sin dejar 
de ser representativa, se convirtiera en una democracia más participa-
tiva, en la cual el ciudadano encontrara instrumentos cotidianos para 
participar en los asuntos locales. Ese debió haber sido uno de los obje-
tivos del proceso constituyente de 1999. 

2. La forma del Estado: el centralismo de Estado y la crisis de la des-
centralización política 

En cuanto a la forma de Estado, debe señalarse que Venezuela 
siempre ha tenido la forma federal. En la primera de las Constituciones 
de los países de América Latina, que fue la “Constitución de la Confe-
deración de los Estados de Venezuela” de 21-12-1811, se estableció la 
forma federal que siempre nos ha acompañado en nuestro constitucio-
nalismo. En el inicio, en 1811, como había ocurrido en los Estados Uni-
dos de Norteamérica, era la única fórmula constitucional recién inven-
tada para unir políticamente lo que nunca había estado realmente uni-
do, como eran las Provincias disgregadas y aisladas que conformaban 
la Capitanía General de Venezuela (1777). Con posterioridad, toda la 
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historia política venezolana ha estado signada por el movimiento pen-
dular entre centralización y descentralización: al inicio de la República, 
las orientaciones centralistas de Simón Bolívar (1819-1821) terminaron 
por ceder (1830), dando paso a la forma federal que se consolidó defini-
tivamente en 1864 con los Estados Unidos de Venezuela. La federación 
del siglo XIX, por su parte, también cedió a partir de 1901, producién-
dose durante todo el siglo XX un proceso de centralización política, 
primero autocrática, hasta 1935, y luego democrática, hasta el presente. 

A finales del siglo XX, la forma del Estado en Venezuela era y (si-
gue siendo) la de una Federación centralizada, que concentraba casi 
todo el poder en el nivel nacional (federal), con un vaciamiento sustan-
cial de competencias y poder de los Estados federados. El centralismo 
del Estado, por otra parte, fue de la mano del centralismo democrático 
como forma de organización interna de los partidos, dominados por 
“cúpulas” centrales y centralizantes. 

La democracia y su perfeccionamiento, una vez que durante todo 
el siglo XX se había logrado la consolidación del Estado nacional y la 
superación de su disgregación caudillista del siglo XIX, exigía en Ve-
nezuela un gran esfuerzo de descentralización política no sólo hacía las 
autoridades locales, sino hacia los niveles intermedios del poder, los 
Estados, para hacerlos autoridades realmente autónomas. Se exigía una 
descentralización efectiva de la Federación, para sustituir la Federación 
centralizada tradicional por una Federación descentralizada, como pie-
za esencial para la consolidación de la democracia en Venezuela. 

La democracia, en definitiva, es una consecuencia y a la vez, un 
motivo de la descentralización política, como instrumento de articula-
ción de poderes intermedios en el territorio, que permiten la actuación 
nacional más cerca de las comunidades y regiones. No ha habido ni 
existen autocracias descentralizadas; la descentralización del poder só-
lo es posible en democracias; por lo que la descentralización política es 
un asunto de las democracias. Es una consecuencia de la democratiza-
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ción; y, a la vez, una condición para su sobrevivencia y perfecciona-
miento. 

La manifestación pública de la crisis del sistema político a partir 
de 1989, en tal sentido, incluso obligó a acelerar las reformas del Estado 
partiendo de lo que permitía la Constitución de 1961, con lo cual, en 
1989, se estableció aceleradamente la elección directa de los Goberna-
dores de Estados (lo que no había ocurrido en los 100 años preceden-
tes), y la elección directa de los Alcaldes municipales, superándose el 
sistema de gobiernos municipales colegiados. 

Esos “remedios” democráticos, sin duda, fueron los que contribu-
yeron a oxigenar el sistema, lo que en la década de los noventa permi-
tió la sobrevivencia de la democracia. Sin embargo, sólo se avanzó en 
materia de descentralización política, hasta 1993, abandonándose luego 
las reformas, con lo cual el sistema político entró en la crisis terminal de 
finales de los años noventa. Esa crisis también fue la que provocó la 
convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente, a la cual debía co-
rresponder hacer realidad la descentralización del poder para consoli-
dar la democracia. 

3. La separación de poderes, y los problemas del sistema de gobierno y 
del control del Poder 

En cuanto al tercer aspecto de la crisis política, el mismo deriva del 
sistema de separación (horizontal) de poderes, del sistema de gobierno 
y de los instrumentos de control y contrapeso que han existido entre 
los poderes del Estado. 

En cuanto a la separación de poderes como forma de distribución 
horizontal del Poder Público, además de los clásicos poderes Legislati-
vo, Ejecutivo y Judicial, es evidente que en el constitucionalismo ameri-
cano de las últimas décadas, han aparecido una serie de órganos con au-
tonomía constitucional, no sujetos a los clásicos tres poderes del Esta-
do. Estos órganos han requerido consolidación constitucional como 
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Poderes del Estado, tal y como ha sucedido con las Contralorías Gene-
rales, con los Defensores del Pueblo o de los Derechos Humanos, con el 
Ministerio Público y con los órganos de conducción electoral. El equili-
brio, balance y contrapeso entre todos esos poderes del Estado había 
sido una de las exigencias de reforma en Venezuela desde finales de la 
década de los noventa. Lograrlo, sin duda, debió haber sido un objeti-
vo del proceso constituyente de 1999. 

En cuanto al sistema de gobierno, es decir, a las relaciones entre el 
Poder Ejecutivo y el Parlamento, la tradición del constitucionalismo 
venezolano, como el de toda América Latina, ha sido el del presiden-
cialismo, pero de carácter moderado por la sujeción parlamentaria y la 
incorporación a la Constitución de varios injertos de parlamentarismo. 
La crisis del sistema de gobierno, por tanto, en realidad y paradójica-
mente, no estaba en el propio presidencialismo, sino en el excesivo par-
lamentarismo, particularmente por el control férreo del poder que exis-
tía por parte de los partidos políticos.  

En particular, en cuanto a la designación por el Congreso de los ti-
tulares de los órganos de los poderes públicos no electos (Corte Su-
prema de Justicia, Consejo de la Judicatura, Contralor General de la 
República, Fiscal General de la República, Consejo Supremo Electoral), 
se habían formulado graves críticas por el excesivo partidismo eviden-
ciado en dichas designaciones, sin participación alguna posible de 
otras organizaciones sociales intermedias.  

Las exigencias de reforma, en todo caso, apuntaban a asegurar un 
mayor balance, contrapeso e independencia entre los poderes, y a la 
despartidización de su conformación. En materia de control de la cons-
titucionalidad y de garantías judiciales de los derechos constituciona-
les, las exigencias de reforma apuntaban a la consolidación de la juris-
dicción constitucional y al perfeccionamiento de la acción de amparo. 

La convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente en 
1998-1999, en consecuencia, constituía una necesidad política para in-
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troducir las reformas necesarias para recomponer y abrir la democracia 
y, en consecuencia, permitir la efectiva participación en el proceso polí-
tico de todos aquellos sectores que habían sido excluidos de la práctica 
democrática por el monopolio de la representatividad y participación 
políticas que habían asumido los partidos políticos tradicionales. 

Se trataba, en definitiva, de una propuesta para incluir y conciliar 
a todos los sectores políticos más allá de los partidos políticos tradicio-
nales, en el rediseño del sistema democrático, el cual tenía que reafir-
mar, más allá de las solas elecciones, sus elementos esenciales, entre 
ellos, como los precisa ahora la Carta Democrática Interamericana 
adoptada por la Asamblea General de la OEA el 11-09-01, “el respeto a 
los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al po-
der y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; la celebración de 
elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y 
secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural 
de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia 
de los poderes públicos.” (art. 3). 

II. LA CONVOCATORIA DE LA ASAMBLEA NACIONAL CONS-
TITUYENTE EN 1999 

1. La crisis en los noventa y la idea de la Asamblea Nacional Constitu-
yente 

Ahora bien, en Venezuela, el planteamiento de convocar una 
Asamblea Nacional Constituyente para que sirviera de vehículo de 
conciliación de todos los sectores políticos y contribuyera a la recom-
posición del sistema democrático, si bien se materializó en 1998, en rea-
lidad se comenzó a formular antes, a partir del afloramiento de la crisis 
política del sistema democrático, en 1989, y luego, particularmente, 
como consecuencia de los dos intentos de golpes de Estado militaristas 
de 1992 motorizados, entre otros, por el entonces Teniente Coronel 
Hugo Chávez Frías actual Presidente de la República. 
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El tema, en efecto, se discutió públicamente a partir de ese año 
1992, pero los líderes de los partidos políticos dominantes no entendie-
ron la magnitud de la crisis política, y lejos de reformar las institucio-
nes para abrir la democracia, procuraron mantener la situación existen-
te. Con ello, paralelamente, se produjo el deterioro manifiesto del pro-
pio liderazgo partidista. Además, con el derrumbamiento de los otrora 
poderosos partidos, se produjo progresivamente un vacío de liderazgo 
político en el país, que había estado habituado a su conducción exclu-
sivamente partidista. 

En medio de dicha crisis política, en 1998, el Teniente Coronel 
Hugo Chávez Frías, cuya causa penal por rebelión militar había sido 
sobreseída sólo unos años antes, como candidato presidencial, enarbo-
ló la bandera de la convocatoria de una Asamblea Nacional Constitu-
yente. Ello no sólo no fue disputada por los partidos políticos tradicio-
nales, sino que, inclusive, fue ignorada y rechazada por los mismos. 
Incluso, el planteamiento de que fuera el propio Congreso electo en di-
ciembre de 1998 el que pudiera asumir la conducción del proceso cons-
tituyente, fue totalmente ignorado. 

En consecuencia, la convocatoria de la Asamblea Nacional Consti-
tuyente se convirtió en un proyecto político exclusivo del entonces 
candidato presidencial Hugo Chávez Frías, y luego, del Presidente 
electo en diciembre de 1998. Su ejecución, sin embargo, presentaba un 
escollo constitucional que lucía insalvable: la institución de una Asam-
blea Nacional Constituyente, como mecanismo de revisión constitucio-
nal, no estaba prevista ni regulada en el propio texto de la Constitución 
de 1961, la cual establecía expresamente sólo dos mecanismos para su 
revisión: la enmienda y la reforma general. 

Una Asamblea Constituyente cuando no es producto de una gue-
rra ni, por tanto, de una ruptura fáctica del orden constitucional, para 
poder ser convocada tiene que estar regulada constitucionalmente. Así 
sucede, por ejemplo, con la Convención Constitucional regulada en la 
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Constitución de los Estados Unidos de América o con la Asamblea 
Constituyente regulada en la Constitución de Paraguay. 

2. La convocatoria mediante referendo (1999) de la Asamblea Consti-
tuyente al margen de la Constitución de 1961 

La Constitución venezolana de 1961, aun vigente en 1998, como se 
dijo, no preveía la posibilidad de convocar una Asamblea Constituyen-
te para reformar la Constitución y recomponer el sistema político de-
mocrático. Por ello, en diciembre de 1998 y en enero de 1999, después 
de la elección del Presidente Chávez, el debate político no fue realmen-
te sobre si se convocaba o no la Asamblea Constituyente, sino sobre la 
forma de hacerlo: o se reformaba previamente la Constitución, para re-
gularla y luego elegirla, o se convocaba sin regularla previamente en la 
Constitución, apelando a la soberanía popular. Se trataba, en definitiva 
de un conflicto entre supremacía constitucional y soberanía popular 
que había que resolver.  

En todo caso, antes de que se resolviera el conflicto por la Corte 
Suprema de Justicia, el Presidente electo optó por la segunda vía, ma-
nifestando públicamente su decisión de convocar la Asamblea Consti-
tuyente apenas asumiera la Presidencia de la República, el 2 de febrero 
de 1999, sin necesidad de reformar previamente la Constitución de 
1961 para regularla. 

El Presidente electo, además, apoyado por la popularidad que en 
ese momento tenía, ejerció públicamente presiones indebidas ante la 
Corte Suprema de Justicia, la cual conocía, precisamente, de sendos re-
cursos de interpretación que habían sido intentados para que resolvie-
ra justamente, sobre si era necesario o no reformar la Constitución para 
regular la Asamblea Constituyente para poder ser convocada. El resul-
tado de la presión política que se originó, fue la emisión de una senten-
cia por la Corte Suprema, el 19 de enero de 1999, casi dos semanas an-
tes de la toma de posesión de su cargo por el Presidente de la Repúbli-
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ca, en la cual si bien no resolvió expresamente lo que se le había solici-
tado interpretar, glosó ampliamente en forma teórica  la doctrina cons-
titucional sobre el poder constituyente. 

Ese texto dio pie para que el Presidente de la República, sin auto-
rización constitucional alguna, en lo que fue su primer acto de gobier-
no dictado al tomar posesión de su cargo, el 2 de febrero de 1999, emi-
tiera un Decreto convocando un “referendo consultivo” en el cual pre-
tendía que el pueblo no sólo lo autorizara a convocar la Asamblea 
Constituyente sino que lo autorizara a él mismo y sólo él, para definir 
la composición, el régimen, la duración y la misión de la Asamblea. Se 
pretendía, así, que se produjera un referendo ciego sobre una Asam-
blea Constituyente que nadie sabía cómo se iba a elegir, quién la con-
formaría, cuáles eran sus poderes, cuál era su misión o su duración. 

El Decreto del Presidente Chávez obviamente, fue impugnado por 
razones de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia, la 
cual, después de varias y sucesivas decisiones, declaró la inconstitu-
cionalidad de la forma como el Presidente pretendía la convocatoria al 
referéndum sobre la Asamblea Constituyente. La Corte Suprema exi-
gió, así, que también se sometiera a consulta popular el propio estatuto 
de la Asamblea Constituyente (sistema de elección, número de miem-
bros, misión, régimen y duración), para que el pueblo, se pronunciara 
sobre ello. La Corte Suprema precisó, además, que una Asamblea 
Constituyente electa en el marco del Estado de derecho regulado en la 
Constitución de 1961, no podía tener los poderes de una Asamblea 
Constituyente originaria, como los que pretendía el Presidente en su 
proyecto.  

Las bases que el Presidente propuso sobre el Estatuto de la Asam-
blea Constituyente, fueron cuestionadas judicialmente, y como conse-
cuencia de ello, la Corte Suprema eliminó la indicación de que la 
Asamblea Constituyente podía tener poder constituyente de carácter 
originario. 
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Pero incluso con esta corrección, el Estatuto de la Asamblea Na-
cional Constituyente no se diseñó como producto de un acuerdo o ne-
gociación política entre todos los sectores interesados. En realidad fue 
impuesto unilateralmente por el Presidente de la República, en su con-
vocatoria al referéndum consultivo.  

El 25 de abril de 1999, en todo caso, se efectuó la votación del refe-
réndum consultivo sobre la convocatoria a una Asamblea Nacional 
Constituyente, entre cuyas bases establecidas unilateralmente por el 
Presidente, se reguló el sistema para la elección de 104 constituyentes 
en 24 circunscripciones regionales correspondientes a las entidades po-
líticas del territorio (Estados y Distrito Federal), de 24 constituyentes en 
la circunscripción nacional, y de 3 constituyentes en representación de 
los pueblos indígenas, que en Venezuela son muy exiguos desde el 
punto de vista de la población y presencia en la dinámica social. 

3. El sistema electoral escogido y el exclusivismo político de la Asamblea 

El sistema electoral que se estableció por tanto, no fue producto de 
algún acuerdo político entre los diversos sectores del país. Lo definió 
sólo el Presidente de la República, como un sistema de carácter nomi-
nal mediante postulación individual de cada candidato, y una elección 
personificada. Los 104 constituyentes regionales debían elegirse en ca-
da región, en un número variable según la población de cada una. Una 
vez concluida la fase de postulaciones individuales, la autoridad elec-
toral elaboró una lista alfabética de todos los postulados en cada re-
gión, y el elector tenía derecho a votar, escogiendo de la lista hasta un 
número igual a los que correspondía elegir. En la circunscripción na-
cional, la postulación también fue nominal y una vez elaborada la lista 
de todos los candidatos que se postularon individualmente se dispuso 
que cada elector tendría derecho a votar sólo por 10 candidatos y no 
por los 24 que debían ser electos. 



 15 

Este sistema electoral, aparentemente nominal y personalizado, se 
convirtió en el más diabólico mecanismo de control de la Asamblea 
Nacional Constituyente por parte del Presidente de la República y sus 
seguidores. El Presidente, personalmente, hizo campaña electoral en 
todo el país, y propuso su propia lista en cada región, con los candida-
tos a elegir. Por otra parte, para la elección de los constituyentes nacio-
nales, propuso a los electores de los Estados orientales una lista de 10 
candidatos y a los electores de los Estados occidentales otra lista con 
otros 10 candidatos. En consecuencia, el Presidente de la República, en 
una multimillonaria campaña electoral (que ahora, en 2002, se sabe que 
fue financiada por el Banco Bilbao Vizcaya de España), en cada cir-
cunscripción regional presentó y apoyó una lista de los candidatos a 
elegir en la región, más la lista de los 10 candidatos nacionales corres-
pondientes. 

Efectuada la votación el 25 de julio de 1999, en la cual se produjo 
una abstención del 53%, el resultado fue que el Presidente de la Repú-
blica logró la elección de todos los candidatos regionales, menos dos, 
es decir, un total de 101 de los 103 que correspondían; y los 20 candida-
tos nacionales que conformaban sus listas. Por tanto, sólo llegaron a ser 
electos sin el respaldo del Presidente Chávez y más bien adversándolo, 
4 constituyentes nacionales (ello fue posible, porque la votación por 
elector sólo podía hacer por 10 candidatos). Los tres representantes in-
dígenas fueron electos de acuerdo con “las costumbres ancestrales” 
respectivas, y los mismos resultaron adeptos al partido de gobierno. 

El sistema electoral establecido por el Presidente de la República 
en la convocatoria al referendo, por tanto, fue el menos indicado para 
conformar una Asamblea Constituyente pluralista que incluyera a to-
dos los grupos y actores políticos. Lejos de contribuir al pluralismo y a 
la representación plural, el sistema electoral impuesto por el Presidente 
de la República en su convocatoria, condujo a la instalación de una 
Asamblea Constituyente exclusivista, en la cual quedaron excluidos de 
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representación todos los partidos políticos tradicionales, quedando 
dominada por el partido de gobierno y por los seguidores del Presi-
dente. De 131 miembros, sólo 2 tenían pertenencia partidista respecto 
de los partidos tradicionales desplazados (un constituyente nacional y 
uno regional) y otros cuatro habían sido candidatos independientes 
postulados por iniciativa propia. Entre ellos, incluso, no había un pro-
yecto común. Se convirtieron en el grupo opositor en la Asamblea, por 
reflejo, por no formar parte del grupo que apoyaba al Presidente de la 
República. 

Una Asamblea Constituyente conformada por una mayoría de esa 
naturaleza, por supuesto, impidió toda posibilidad de convertirse en 
un instrumento válido de diálogo, conciliación política y negociación. 
Fue, en realidad, un instrumento político de imposición por un grupo 
que la dominaba, al resto de la sociedad, de sus propias ideas, con ex-
clusión total respecto de los otros grupos. 

Por ello, la Asamblea Constituyente que se eligió en julio de 1999 y 
se instaló el 3 de agosto de 1999, fue un instrumento para lograr el con-
trol total del poder por los que conformaban la mayoría y que habían 
sido electos constituyentes gracias al apoyo y a la campaña del propio 
Presidente de la República. En la Asamblea, dichos constituyentes es-
tuvieron a su servicio y al diseño de cuantos mecanismos sirvieron pa-
ra el control del poder por parte de los nuevos actores políticos que 
habían aparecido en escena de la mano del Presidente Chávez, en me-
dio del más terrible deterioro de los partidos políticos tradicionales, 
que materialmente desaparecieron de la escena política durante el pro-
ceso constituyente. 

4. La Asamblea Constituyente como instrumento para el control políti-
co de los poderes constituidos 

En diciembre de 1998, conforme a lo establecido en la Constitución 
de 1961, el Presidente de la República, H. Chávez, había sido electo, así 
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como los senadores y diputados al Congreso Nacional. También habí-
an sido electos los gobernadores de los 23 Estados y los diputados de 
las Asambleas Legislativas estadales, así como los Alcaldes Municipa-
les y los miembros de los Concejos Municipales de los 338 Municipios 
del país. Es decir, todos los titulares de los poderes públicos regulados 
en la Constitución, habían sido electos popularmente. Los otros titula-
res de los poderes públicos no electos, como los Magistrados de la Cor-
te Suprema de Justicia, el Fiscal General de la República, el Contralor 
General de la República y los miembros del Consejo Supremo Electo-
ral, habían sido designados por el Congreso Nacional, como lo estable-
cía la Constitución. 

Por tanto, cuando se eligió e integró en julio de 1999 a la Asamblea 
Nacional Constituyente, en paralelo estaban funcionando los poderes 
públicos constituidos, los cuales tenían misiones distintas. La Asam-
blea había sido electa, conforme al referendo de abril de 1999, para di-
señar la reforma del Estado y un nuevo ordenamiento para hacer efec-
tiva la democracia social y participativa, lo cual debía elaborar y some-
ter a la aprobación popular por un referendo final. 

La Asamblea Constituyente no había sido electa para gobernar ni 
para sustituir ni intervenir los poderes constituidos. No tenía carácter 
de poder constituyente originario, como expresamente lo había resuel-
to la Corte Suprema de Justicia. 

Sin embargo, en su primera decisión, que fue la aprobación de su 
Estatuto de Funcionamiento, la Asamblea Constituyente, dominada 
por la mayoría que respaldaba al Presidente y que había sido electa pa-
ra su respaldo, se auto-proclamó como “poder constituyente origina-
rio”, auto-atribuyéndose la facultad de “limitar o decidir la cesación de 
las actividades de las autoridades que conforman el Poder Público” y 
estableciendo que “todos los organismos del Poder Público quedan su-
bordinados a la Asamblea Nacional Constituyente y están en la obliga-
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ción de cumplir y hacer cumplir los actos jurídicos estatales que emita 
la Asamblea”. 

En esta forma, la Asamblea Nacional Constituyente se auto pro-
clamó como un superpoder estatal, contrariando lo dispuesto en el es-
tatuto de su elección contenido en las bases aprobadas en el referendo 
de abril de 1999 y violando la Constitución de 1961, al amparo de la 
cual y de su interpretación, había sido electa. La Asamblea Nacional 
Constituyente, que funcionó entre julio de 1999 y enero de 2000, por 
tanto, usurpó el poder público y violó la Constitución de 1961. En defi-
nitiva dio un golpe de Estado.  

En efecto, durante el primer período de su funcionamiento, entre 
agosto y septiembre de 1999, la Asamblea, lejos de conciliar y buscar  
conformar un nuevo pacto político de la sociedad, se dedicó a interve-
nir los poderes constituidos que habían sido electos en diciembre de 
1998 y que estaban en funcionamiento conforme a la Constitución en 
ese entonces vigente de 1961. Así, en agosto de 1999, la Asamblea de-
cretó la reorganización de todos los poderes públicos; decretó la inter-
vención del Poder Judicial creando una Comisión de Emergencia Judi-
cial que lesionó la autonomía e independencia de los jueces; decretó la 
regulación de las funciones del Poder Legislativo, eliminando tanto al 
Senado como a la Cámara de Diputados y a las Asambleas Legislativas. 
Además, intervino a los Concejos Municipales, suspendiendo, incluso, 
las elecciones municipales. 

El primer período de funcionamiento de la Asamblea, por tanto, 
fue un período de confrontación y conflictividad política entre los po-
deres públicos y los diversos sectores políticos del país. El proceso 
constituyente, en esta etapa inicial, no fue un vehículo para el diálogo y 
la consolidación de la paz ni un instrumento para evitar el conflicto. Al 
contrario, fue un mecanismo de confrontación, conflicto y aplastamien-
to de toda oposición o disidencia y de apoderamiento de todas las ins-
tancias del poder. El proceso constituyente, por tanto, antes de ser un 
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instrumento para la reducción del conflicto, acentuó la confrontación y 
contribuyó al dominio exclusivo del poder por parte de un solo partido 
político, el de gobierno, que respondía a las instrucciones del Presiden-
te de la República.  En definitiva, el proceso constituyente se utilizó pa-
ra acabar con la clase política que había dominado la escena en las dé-
cadas anteriores. 

5. La atropellada elaboración de la nueva Constitución y la ausencia 
real de participación política 

Una vez intervenidos los poderes públicos y en medio del conflic-
to político que ello ocasionó, la segunda etapa de funcionamiento de la 
Asamblea Nacional Constituyente (septiembre-octubre 1999) se destinó 
a la elaboración del texto de un proyecto para una nueva Constitución. 
Ese proceso no siguió ningún modelo que pudiera permitir la efectiva 
discusión pública y participación popular. La Asamblea Nacional 
Constituyente, incluso, comenzó a elaborar el proyecto de nueva Cons-
titución, desde el principio, colectivamente, sin que hubiera habido un 
proyecto inicial. 

Por tanto, en la elaboración de la nueva Constitución no se siguió 
la vía ortodoxa en procesos similares de haberse elaborado previamen-
te un proyecto de Constitución por una Comisión constitucional plura-
lista, para luego ser discutida por una Asamblea plenaria.  

El Presidente de la República, efectivamente, había creado, al ins-
talarse en el gobierno, una Comisión Constituyente integrada por per-
sonas del mundo político independiente, pero que en realidad dedica-
ron su tiempo a la elaboración de las bases para la elección de la 
Asamblea Constituyente. Dicha Comisión no elaboró ningún proyecto 
de Constitución, ni sus trabajos fueron públicos ni participativos. Con-
sistieron, sólo, en reuniones cerradas con el Presidente de la República 
H. Chávez, durante las semanas previas y posteriores a la instalación 
de su gobierno.  
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En el proceso de elaboración del proyecto de Constitución por la 
Asamblea Nacional Constituyente, por tanto, no se partió de un pro-
yecto previo, y si bien el Presidente presentó un documento a la Asam-
blea, fue sólo eso, un documento que fue a engrosar otros muchos do-
cumentos de trabajo que presentaron algunos grupos e individualida-
des. Por tanto, en el proceso, si bien hubo una Comisión Constitucional 
que diseñó las bases de funcionamiento de la Asamblea, no fue de efec-
tiva integración plural, pero no hubo una Comisión Constitucional que 
hubiera elaborado un proyecto de Constitución, mediante un proceso 
de consulta pública, para ser sometido a la discusión de la Asamblea. 

En consecuencia, la Asamblea Nacional Constituyente, después de 
dos meses de funcionamiento, comenzó el proceso de elaboración de 
un proyecto de Constitución mediante el método menos adecuado, que 
consistió en nombrar 20 comisiones que trataron los 20 temas esencia-
les de cualquier Constitución, y a ellas se encargó la elaboración en 
forma aislada, de sus propuestas en cada tema. Eso se hizo durante el 
mes de septiembre (2 al 28 de septiembre) de 1999, es decir, un período 
excesivamente corto, durante el cual cada Comisión actuó aisladamen-
te, realizando escasas consultas y propiciando esporádicamente la par-
ticipación en la elaboración de proyectos, de los grupos que considera-
ron apropiados. 

Para finales de septiembre de 1999, las 20 Comisiones sometieron 
a la Comisión Constitucional los 20 proyectos de articulado constitu-
cional, que en conjunto sumaban casi 800 artículos. La Comisión Cons-
titucional de la Asamblea era la encargada de conformar el proyecto de 
Constitución; pero lamentablemente se le impuso que en un lapso de 
sólo 2 semanas realizara la integración de todos aquellos textos redac-
tados aisladamente, en un solo proyecto. La rapidez atropellada del 
proceso de elaboración de un anteproyecto de Constitución, dominado 
por un solo grupo que constituía mayoría abrumadora en todas las 
comisiones, por supuesto, impidió toda posibilidad de discusión públi-
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ca del proyecto y de participación de la sociedad civil en la elaboración 
del texto que debía someterse a las discusiones de la Asamblea en ple-
naria. El texto que la Comisión Constitucional presentó el 18 de octubre 
ante la Asamblea, en todo caso, y por la premura impuesta, lamenta-
blemente resultó ser muy deficiente, por constituir un agregado o catá-
logo de deseos, peticiones y buenas intenciones integrados en un texto 
excesivamente extenso. 

De nuevo, la premura en tener listo el nuevo texto constitucional 
se impuso por presiones del gobierno, exigiéndose a la Asamblea Na-
cional Constituyente la tarea de discutir y aprobar el proyecto de Cons-
titución en sólo un mes, lo que ocurrió entre el 19 de octubre y el 17 de 
noviembre de 2000. Es decir, en sólo 19 sesiones de primera discusión 
(20 de octubre a 9 noviembre) y de 3 sesiones de segunda discusión  (12 
al 14 de noviembre) lo que equivale a sólo 22 días de discusión, en Ve-
nezuela se aprobó una nueva Constitución!.  

La manera inusitadamente rápida con que se elaboró la Constitu-
ción, con una celeridad irracional exigida e impuesta por el Presidente 
de la República, condujo a que fuera completamente imposible que se 
asegurara la posibilidad de participación pública en el proceso consti-
tuyente. 

A pesar de algunas buenas intenciones y una corta propaganda 
política, la verdad es que por lo reducido del tiempo, fue imposible to-
da participación política y pública efectiva en la elaboración del pro-
yecto. Antes de la elaboración del proyecto, no hubo discusión pública, 
ni participación para la definición de las cuestiones constitucionales 
básicas que debían resolverse en la Asamblea (presidencialismo, bica-
meralismo, separación de poderes, descentralización, federalismo, mu-
nicipalismo), ni sobre la misión básica de la misma. Tampoco hubo un 
programa de educación pública, para permitir la incorporación de 
propuestas de grupos de la sociedad civil y de organizaciones no gu-
bernamentales. Estos no se incorporaron efectivamente al proceso 
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constitucional, y sólo las organizaciones indigenistas tuvieron posibili-
dad de participar, por el hecho de contar directamente con 3 constitu-
yentes indígenas. 

El escaso tiempo que se impuso a la Asamblea para su trabajo, en 
todo caso, disipó toda posibilidad real de participación. Quienes con-
trolaron el proceso optaron mas por un proceso rápido sin participa-
ción, que por un proceso participativo que era más lento.  

La participación popular en el proceso constituyente de 1999, en 
consecuencia, quedó realmente reducida a votaciones populares gene-
rales: en abril de 1999, en el referendo consultivo sobre las bases y mi-
sión de la Asamblea Constituyente; en julio de 1999, en la elección de 
los miembros de la Asamblea; y finalmente, en diciembre de 1999, en el 
referendo aprobatorio del proyecto de Constitución que se había di-
vulgado durante sólo tres semanas previas.  

La Constitución fue aprobada el 15 de diciembre de 1999, en un re-
ferendo aprobatorio en el cual hubo una abstención del 55%. Ese texto, 
en todo caso, no se configuró como un documento que como lo había 
precisado el referendo consultivo de abril de 1999, asegurara la trans-
formación del Estado y del sistema democrático venezolano. Es decir, 
el texto aprobado no llegó a constituir la nueva visión de la sociedad 
que se exigía, con la definición de los principios fundamentales que se 
requerían para la reorganización política del país y la redistribución 
del poder, de manera que se pudiera reemplazar el sistema de Estado 
centralizado de democracia de partidos por un Estado descentralizado 
de democracia participativa. 

En realidad, el gran debate que no se dio en la Asamblea Nacional 
Constituyente y que era el que se imponía en el momento de crisis que 
vivía el país, era el relativo a la descentralización política y a la demo-
cracia participativa. Más democracia exigía más descentralización polí-
tica, que era la única forma de lograr que fuera más representativa y 
más participativa. Para ello se debía construir un nuevo modelo de Es-
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tado descentralizado, con un nuevo sistema de distribución del poder 
y de democracia participativa, que no podía quedar reducida a refe-
rendos, y que eliminara el monopolio de la representatividad y de la 
participación que tenían los partidos. Lamentablemente nada de esto 
se logró. 

El proceso constituyente, por tanto, lejos de conciliar políticamente 
al país, acentuó las diferencias fundamentales y condujo a un mayor 
fraccionamiento y polarización extrema, al servir de instrumento para 
que un grupo asumiera el control total del poder. 

6. El asalto y control del poder a través del proceso constituyente  

La Asamblea Nacional Constituyente de 1999, por otra parte, en 
las relaciones de poder, lejos de constituir un instrumento de concilia-
ción e inclusión, fue un instrumento de exclusión y control hegemónico 
del poder. En efecto, el asalto y control hegemónico del poder por el 
grupo político que controlaba la Asamblea Nacional Constituyente y 
que respondía a la voluntad del Presidente de la República, no sólo se 
comenzó a realizar durante los primeros meses de funcionamiento de 
la Asamblea, violándose la Constitución vigente de 1961, sino al final, 
luego de aprobado popularmente el nuevo texto constitucional el 15 de 
diciembre de 1999, violándose esta vez, el nuevo texto aprobado. 

Durante los 5 meses de funcionamiento que tuvo la Asamblea en 
la segunda mitad de 1999, puede decirse que todo el debate político del 
país, giró en torno a la misma. La Asamblea se había constituido en el 
centro del poder, el Presidente la calificaba de “soberanísima” y la Cor-
te Suprema de Justicia, al decidir sendos recursos de inconstitucionali-
dad contra actos de la Asamblea Constituyente de intervención de los 
poderes públicos constituidos, incluso del propio Poder Judicial, en 
una sentencia que fue su propia sentencia de muerte, la Corte Suprema 
le reconoció supuestos poderes “supraconstitucionales” a la Asamblea.  
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Se trataba, por tanto, del centro del poder más poderoso que había 
en el país, que escapaba a toda posibilidad efectiva de control judicial 
sobre sus actos y que actuaba como brazo político del Presidente de la 
República, para el asalto final al poder. Ello ocurrió una semana des-
pués de aprobada la Constitución por referendo popular, con la san-
ción, por la propia Asamblea Nacional Constituyente que a pesar de 
ello siguió funcionando, de un “Régimen Constitucional Transitorio” 
paralelo y que no fue sometido a referendo aprobatorio, pues quizás de 
haber ocurrido, se habría podido presentar el riesgo de que la nueva 
Constitución no fuera aprobada. 

En ese Régimen Transitorio, que violaba la propia nueva Constitu-
ción, la Asamblea ratificó al Presidente de la República y nombró di-
rectamente y sin someterse a lo que la Constitución establecía, a los in-
tegrantes del nuevo Tribunal Supremo de Justicia, a nuevos miembros 
del Consejo Nacional Electoral y a los titulares de la Fiscalía General de 
la República, de la Contraloría General de la República y del Defensor 
del Pueblo.  

Todo el poder, por tanto, quedó en manos de la mayoría que con-
trolaba la Asamblea y que respondía a los dictados de Presidente. La 
Asamblea Nacional Constituyente, además, creó una Comisión Legis-
lativa que no estaba regulada en la Constitución, para que actuara co-
mo órgano legislativo hasta que se eligiera la nueva Asamblea Nacio-
nal, para lo cual, la propia Asamblea Constituyente  asumió funciones 
legislativas que no tenía, cambiando la Ley electoral.  

Todas estas inconstitucionalidades, por supuesto, fueron avaladas 
y lavadas por el nuevo Tribunal Supremo de Justicia, cuyos Magistra-
dos habían sido nombrados a la medida para defender el poder. El Tri-
bunal, así, nuevamente reconoció un supuesto carácter originario de la 
Asamblea, con poderes supraconstitucionales, justificando la transito-
riedad constitucional que no  ha cesado y que ha permitido avalar mu-
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chas otras acciones contrarias a la Constitución por parte de los órga-
nos del Estado. 

El caso más destacado fue el de la sanción, en 2000, por la Asam-
blea Nacional electa en agosto de ese año, de una Ley Especial para de-
signar a los altos funcionarios no electos de los poderes públicos (Ma-
gistrados del Tribunal Supremo de Justicia, Contralor General de la 
República, Fiscal General de la República, Defensor del Pueblo), con-
trariando el texto expreso de la Constitución que exige que se constitu-
yan sendos Comités de Postulaciones integrados por representantes de 
los diversos sectores de la sociedad civil. Esos Comités son los que de-
ben postular candidatos a esos cargos ante la Asamblea Nacional para 
que ésta los designe. La Ley Especial violó este mecanismo de partici-
pación de la sociedad civil que regula la Constitución, y reguló una 
Comisión parlamentaria ampliada para efectuar los nombramientos. 
Lo insólito del proceso de asalto al poder es que una vez que se atacó la 
Ley por inconstitucional ante el Tribunal Supremo, éste decidió en su 
propia causa, actuando como juez y parte, avalando la inconstituciona-
lidad en nombre de la supuesta “transitoriedad constitucional” que ha 
servido como traje a la medida para el control del poder por quienes 
han seguido al Presidente de la República. 

III. EL FRACASO DEL PROCESO CONSTITUYENTE COMO INS-
TRUMENTO PARA LA CONCILIACIÓN Y LA REFORMA PO-
LÍTICA PARA PERFECCIONAR LA DEMOCRACIA 

De todo lo anteriormente expuesto, se evidencia, que si bien en 
Venezuela se han producido cambios políticos de importancia con mo-
tivo del proceso constituyente de 1999, ellos han consistido fundamen-
talmente en el apoderamiento de todas las instancias de poder por un 
nuevo grupo político que gira en torno al Presidente H. Chávez y en 
desplazamiento del poder de los partidos tradicionales que lo controla-
ron por cuatro décadas. Sin embargo, en cuanto a las reformas políticas 
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y del Estado que motivaron la convocatoria de la Asamblea Constitu-
yente, a pesar de la reforma constitucional efectuada, no se produjo 
ninguna. Nada de lo que había que cambiar en el sistema político fue 
cambiado; y más bien el resultado constitucional del proceso constitu-
yente, fue la acentuación de los aspectos más negativos del sistema. 

Sin duda, insistimos, en 1999 se produjo un cambio político sin 
procedentes en la historia política del país desde los años cuarenta, en 
el sentido de que aparecieron nuevos partidos políticos, que asumieron 
el poder con carácter casi monopólico, habiendo sido materialmente 
barridos los partidos tradicionales.  

Un nuevo liderazgo político se entronizó en todos los niveles del 
Poder, habiendo quedado desplazado el liderazgo partidista y no par-
tidista anterior. Además, se produjeron importantes cambios y refor-
mas constitucionales como, por ejemplo, la separación pentapartita del 
Poder Público, la eliminación del Senado como parte del Poder Legisla-
tivo Nacional, la consagración de la reelección presidencial, la creación 
de la figura del Vicepresidente de la República, la creación del Defen-
sor del Pueblo, y la constitucionalización de los tratados internaciona-
les sobre derechos humanos con lo cual la regulación de los mismos 
fue perfeccionada y ampliada en muchos aspectos.  

Sin embargo, ninguna de esas reformas produjeron un cambio 
efectivo en el sistema político de Estado democrático centralizado re-
presentativo de partidos. A pesar del verbalismo constitucional, el Es-
tado continúa montado sobre una democracia meramente representa-
tiva de partidos (sólo que ahora son nuevos partidos); el Estado sigue 
siendo centralizado a pesar de que se lo denomine “descentralizado”; y 
el presidencialismo se ha exacerbado, agregándose a los poderes del 
Estado, el poder militar, sin sujeción a la autoridad civil como nunca 
antes había ocurrido en nuestro constitucionalismo. En definitiva, hay 
un nuevo y acentuado centralismo y partidismo, con un acentuado 
presidencialismo y un nuevo militarismo constitucionalizado.  
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Esas reformas constitucionales que se introdujeron en el texto de 
la Constitución de 1999 para dejar todo igual o peor desde el punto de 
vista democratizador; pueden agruparse en relación con los mismos 
tres aspectos respecto de los cuales se requería y continúa requiriéndo-
se una reforma política para perfeccionar la democracia. 

1. La pervivencia de la democracia representativa de partidos 

La partidocracia o democracia monopolizada en forma exclusiva 
por los partidos políticos, sistema en la cual los partidos políticos mo-
nopolizan la representatividad, controlan la participación política y to-
das las manifestaciones del poder, ha continuado en Venezuela a pesar 
del proceso constituyente de 1999 o quizás, como consecuencia de la 
forma hegemónica como aquél se desarrolló. 

En efecto, como hemos señalado anteriormente, la Asamblea Na-
cional Constituyente electa el 25 de julio de 1999, se constituyó con 141 
miembros de los cuales 135 fueron electos de las listas de candidatos 
apoyados abiertamente por el Presidente de la República que había si-
do electo meses antes, en diciembre de 1998, y de su partido de gobier-
no. La Asamblea, por tanto, fue un instrumento de imposición y exclu-
sión y lejos estuvo de ser un instrumento constitucional para establecer 
un pacto político de la sociedad venezolana que se plasmara en una 
nueva Constitución. Al contrario, la Constitución de 1999 puede consi-
derarse como un texto impuesto por la mayoría partidista y partidaria 
del Presidente de la República en la Asamblea Nacional Constituyente, 
que estuvo sometida a sus designios. 

Como consecuencia del proceso constituyente, es cierto, los parti-
dos políticos tradicionales casi desaparecieron, habiéndose trastocado 
el sistema multipartidista tradicional por un sistema de partido hege-
mónico, cuyo Presidente es el propio Presidente de la República y cuyo 
coordinador o director nacional ha sido el Ministro de Relaciones Inte-
riores y de Justicia. La Constitución dispone que los funcionarios pú-
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blicos no pueden estar al servicio de parcialidad alguna, sino al servi-
cio del Estado (art. 145), pero ello parece que no ha importado a los 
nuevos controladores del poder. Además, el sistema electoral no fue 
cambiado en la nueva Constitución, conservándose el sistema de re-
presentación proporcional personificado, que es un instrumento de 
dominio partidista. 

La nueva Constitución, sin embargo, formalmente estableció un 
conjunto de regulaciones que evidenciaron lo que puede denominarse 
una reacción contra los partidos políticos, pero las cuales en la práctica 
han constituido letra muerta. Entre estas se destacan las siguientes: 
primero, la eliminación del léxico constitucional de la misma expresión 
“partidos políticos” y su sustitución por el de organizaciones con fines 
políticos (art. 67); segundo, la imposición constitucional a los diputa-
dos de representar al pueblo en su conjunto y del voto a conciencia, sin 
estar sujetos a mandatos ni instrucciones, ni a ataduras partidistas (art. 
201) lo cual no se cumple; tercero, la pretendida eliminación de las 
fracciones parlamentarias en la Asamblea Nacional, existiendo en su 
lugar “bloques de opinión”, los cuales controlan los votos en la misma 
forma; cuarto, la obligación de los representantes de rendir cuenta pú-
blica de su gestión (art. 197) y de acompañar su candidatura con un 
programa (art. 66), lo cual no se ha cumplido; quinto, la obligación de 
los partidos políticos de escoger sus directivos y candidatos mediante 
procesos de votación internos (art. 67), lo cual tampoco se ha cumplido; 
sexto, la atribución al Consejo Nacional Electoral de la organización de 
las elecciones internas de los partidos políticos (art. 293,6), lo cual si 
bien constituye una intolerable ingerencia estatal en la sociedad políti-
ca tampoco se ha cumplido; y séptimo, la prohibición constitucional 
del financiamiento público a los partidos políticos (art. 67) lo cual la-
mentablemente ha provocado no sólo al financiamiento privado ilegí-
timo (narcotráfico, comisiones de partidos), sino al financiamiento pú-
blico irregular y corrupto, difícil de identificar en un sistema donde no 
existe control fiscal ni parlamentario del ejercicio del poder, precisa-
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mente por su control hegemónico partidista que el gobierno ejerce en 
todos los niveles. 

Pero a pesar de todas estas normas “reactivas” contra los partidos 
políticos, sin embargo, estos siguen siendo el eje del proceso político, 
aún cuando ahora se trate de nuevos partidos, entre ellos el del Presi-
dente de la República. Se trata de su instrumento electoral y político, a 
través del cual, incluso, el Presidente de la República quiso imponer 
políticamente a un candidato gubernamental a la presidencia de la 
Confederación de Trabajadores de Venezuela. 

La democracia venezolana, por tanto, sigue siendo esencialmente 
representativa de los partidos políticos, los cuales la controlan total-
mente. Nada ha cambiado en el sistema, salvo que ahora hay nuevos 
partidos, con nuevos nombres y nuevos líderes, y un Presidente de la 
República que impunemente actúa como Presidente de un partido po-
lítico. 

Además, el sistema se ha configurado con nuevas e intolerables 
ingerencias en la sociedad civil, al atribuirse por ejemplo al Consejo 
Nacional Electoral, la potestad de organizar todas las elecciones sindi-
cales y de gremios profesionales (art. 293,6). Ello ha originado un per-
manente conflicto irresoluble, entre las organizaciones sindicales y el 
gobierno, con la frecuente intervención de la OIT en defensa de los 
sindicatos. 

Pero por otra parte, es cierto, la Constitución de 1999 es quizás el 
texto constitucional que más emplea la palabra “participación”, regu-
lando el derecho constitucional a la participación política (art. 62) y ca-
lificando al sistema de gobierno como democracia participativa, sen-
tando incluso las bases para un municipalismo que concrete la partici-
pación (art. 184). Sin embargo, nada de ello ha ocurrido y con un régi-
men con tendencia a la centralización y concentración del poder, no 
habrá efectiva descentralización política a pesar de que, incluso, la 
Constitución califica como una política nacional (art. 158). 
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Sin embargo, debe destacarse que en un aspecto la Constitución de 
1999 materializó directamente el espíritu de participación que la verba-
liza, estableciendo directamente un mecanismo de participación “de 
los diversos sectores de la sociedad civil” para la designación de los 
titulares de los Poderes Públicos que no son elegidos por vía de sufra-
gio universal, es decir, de los Magistrados del Tribunal Supremo de 
Justicia (Poder Judicial), del Contralor General de la República, del Fis-
cal General de la República y del Defensor del Pueblo (Poder Ciudada-
no) y de los miembros del Consejo Nacional Electoral (Poder Electoral). 
En todos estos casos, y como una reacción contra los partidos políticos 
que tradicionalmente habían escogido y se repartían esas posiciones 
mediante el control de los votos de diputados en el antiguo Congreso 
Nacional; la Constitución de 1999 le quitó expresamente a la Asamblea 
Nacional el voto discrecional para tales designaciones, y estableció un 
complejo sistema conforme al cual las postulaciones para esos cargos 
sólo la pueden hacer sendos Comités de Postulaciones integrados “por 
representantes de los diversos sectores de la sociedad” (arts. 264, 279, 
295). En esta forma, la Asamblea Nacional no puede recibir directa-
mente postulaciones para esos cargos y no puede designar a nadie que 
no haya sido postulado por los Comités de Postulaciones. 

Por supuesto, este sistema de participación política previsto en la 
Constitución, fue concebido como reacción contra el tradicional control 
de los partidos políticos en el parlamento y en los referidos nombra-
mientos; pero como el actual partido de gobierno ejercía una hegemo-
nía partidista en la Asamblea Nacional, no renunció a ella y simple-
mente dictó, en el año 2000, una Ley Especial mediante la cual no sólo 
no se desarrolló la Constitución, sino que más bien se la violó, atribu-
yéndose, a si misma, como Asamblea Nacional, mediante una Comi-
sión parlamentaria, tales designaciones. Ello, lamentablemente fue 
amparado por la supuesta e indefinida transitoriedad constitucional, 
convalidada por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
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cia, a pesar, incluso, de la acción de nulidad y amparo que ejerció co-
ntra dicha Ley, la entonces Defensora del Pueblo. 

Aparte de lo anterior, sin embargo, no puede dejar de mencionarse 
que la Constitución de 1999 incorporó al constitucionalismo todos los 
mecanismos imaginables de democracia directa, regulando todos los 
referendos imaginables (arts. 71 a 74).  

Pero en relación con la forma de gobierno democrático, el aspecto 
de las reformas constitucionales de 1999 que podía considerarse como 
parte de la reforma del Estado, era el de la atribución a los representan-
tes de los diversos sectores de la sociedad civil la potestad exclusiva de 
postular a los candidatos para ocupar las altas posiciones en los órga-
nos del Poder Público no electos popularmente. Sin embargo, como 
hemos señalado, se trató de una reforma fallida, por burlada, por la 
Asamblea Nacional y la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia.  

2. La pervivencia de la Federación centralizada con el nombre de Fede-
ración descentralizada  

La gran reforma política del Estado que debió haber signado los 
debates de la Asamblea Nacional Constituyente, era la concerniente al 
reforzamiento del federalismo mediante la descentralización política 
de la Federación. Se trataba de avanzar en las reformas que se habían 
iniciado en 1989, con la elección directa de los gobernadores de Estado 
y con el inicio de transferencias de competencias nacionales a los Esta-
dos. Era necesario prever una más precisa distribución de competen-
cias exclusivas entre el nivel nacional, el de los Estados y el de los Mu-
nicipios, así como la identificación, también más precisa, de las compe-
tencias concurrentes entre las diversas entidades político-territoriales. 

Por lo demás, el aspecto más importante en el cual se debía avan-
zar para hacer realidad la descentralización política de la Federación, 
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era la previsión expresa de competencias tributarias propias para los 
Estados. 

En esta materia, sin embargo, nada se avanzó respecto de lo que 
ya había ocurrido con las reformas iniciadas en 1989. Más bien hubo 
notables retrocesos: primero, se eliminó el Senado y el bicameralismo 
en el Parlamento nacional, eliminándose, en consecuencia, toda posibi-
lidad de igualdad entre los Estados (art. 159), pues la única instancia en 
la cual podrían ser iguales es cuando tienen un mismo voto, con igual 
valor, en una Cámara Federal; segundo, la competencia tradicional-
mente residual de los Estados de la Federación fue trastocada, estable-
ciéndose además, una competencia residual a favor del Poder Nacional 
en toda materia tributaria no atribuida expresamente a los Estados y 
Municipios (art. 156,12); tercero, ninguna competencia tributaria fue 
asignada expresamente a los Estados, por lo que incluso la competen-
cia tradicional en materia de impuestos al consumo que tenían como 
competencia originaria, fue eliminada totalmente (art. 156,12); cuarto, 
se estableció que los Estados sólo podrán tener competencias tributa-
rias en las materias que le sean asignadas expresamente por ley nacio-
nal (art. 167,5); quinto, las competencias que se identifican como exclu-
sivas de los Estados de orden sustantivo, sólo pueden ejercerse de con-
formidad con la legislación nacional que se dicte (art. 164); sexto, la au-
tonomía de los Estados fue duramente lesionada, al prescribirse que la 
regulación de las materias de competencia concurrente sólo pueden 
dictarla los Consejos Legislativos, cuando en el nivel nacional se dicten 
leyes de base y sólo conforme a ellas (art. 165); y séptimo, la autonomía 
estadal fue seriamente limitada al atribuirse a la ley nacional (art. 162) 
la regulación del régimen y funcionamiento de los Consejos Legislati-
vos de los Estados que son parte de sus poderes públicos, y respecto de 
los cuales debía corresponder a los Estados regularlos en su propia 
Constitución (art. 164,1). 
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La Federación, en Venezuela, por tanto, sólo es formalmente “des-
centralizada” en el calificativo inserto en el artículo 4 de la Constitu-
ción; pues en la práctica, está tanto o más centralizada que en la Consti-
tución de 1961. En esta materia, la reforma política que se realizó fue 
regresiva, acentuándose el centralismo. 

3. La concentración del Poder Público, el presidencialismo exacerbado 
y el militarismo 

El tercer aspecto en el cual resultaban necesarias reformas políticas 
y constitucionales para perfeccionar la democracia, es el que concierne 
a la separación orgánica de poderes, para el establecimiento de sus au-
tonomías, balances, contrapesos y controles. 

En esta materia, en la Constitución de 1999 se introdujo una re-
forma constitucional de importancia, consistente en la sustitución de la 
clásica división tripartita del Poder Público (Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial) por una división pentapartita, al agregarse al Poder Ciudada-
no y al Poder Electoral como parte de la separación orgánica de Pode-
res. 

Sin embargo, es de la esencia de todo sistema de separación orgá-
nica de poderes la consagración efectiva de la autonomía e indepen-
dencia entre los poderes, lo que implica, fundamentalmente, que la 
permanencia de los titulares de los Poderes Públicos no puede estar 
sujeta a decisiones de los otros poderes del Estado, salvo por lo que 
respecta a las competencias del Tribunal Supremo de enjuiciar a los al-
tos funcionarios del Estado. Pero salvo estos supuestos de enjuicia-
miento, los funcionarios públicos designados como titulares de los ór-
ganos del Poder Público, sólo deberían cesar cuando se les revoque su 
mandato mediante referendo; por lo que los titulares de los Poderes 
Públicos no electos, tendrían derecho a permanecer en sus cargos du-
rante todo el período de tiempo de su mandato. Esta era la tradición 
del constitucionalismo venezolano. 



 34 

Ahora, sin embargo, en la Constitución de 1999, esta autonomía 
entre los poderes del Estado ha quedado trastocada, distorsionándose 
la propia esencia de la separación de poderes al atribuirse a la Asam-
blea Nacional la potestad de remover tanto a los Magistrados del Tri-
bunal Supremo de Justicia (art. 265), como a los titulares de los órganos 
del Poder Ciudadano, es decir, al Contralor General de la República, al 
Fiscal General de la República y al Defensor del Pueblo (art. 279) y a 
los Miembros del Consejo Nacional Electoral (art. 296). Es decir, los ti-
tulares de los órganos del Poder Electoral, del Poder Judicial y del Po-
der Ciudadano han quedado a la merced de la Asamblea Nacional, la 
cual, como órgano político, puede disponer la remoción de aquellos. 
Esto es la negación de la separación de poderes, y más bien es un signo 
de concentración del Poder en una Asamblea que, además, está contro-
lada por el partido de gobierno y por tanto, directamente por el Presi-
dente de la República, quien es el Presidente en ejercicio de dicho par-
tido. Esto ha sido la negación a la separación de poderes y, más bien, es 
el signo más evidente de su concentración en una sola Magistratura, 
con grave riesgo para la libertad. 

Pero en otro aspecto de la separación de poderes, entre el Legisla-
tivo y el Ejecutivo que concierne al sistema de gobierno, tampoco se 
introdujeron reformas esenciales, salvo las que han provocado la exa-
cerbación del presidencialismo, abandonándose así el sistema tradicio-
nal del presidencialismo moderado o con sujeción parlamentaria que 
con todos sus problemas operativos, era la tradición de nuestro consti-
tucionalismo reciente. Esta exacerbación del presidencialismo, en efec-
to, resulta de los siguientes elementos: primero, la elección presidencial 
por mayoría relativa (art. 228), abandonándose la propuesta de la elec-
ción por mayoría absoluta y doble vuelta, para buscar una mayor legi-
timidad que se había propuesto durante el proceso constituyente; se-
gundo, la extensión del período presidencial de 5 a 6 años (art. 230); 
tercero, la previsión por primera vez en más de un siglo, de la reelec-
ción presidencial inmediata (art. 230); cuarto, la atribución al Presiden-
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te de la República de la potestad de legislar, cuando sea habilitado me-
diante ley, sin que haya límites en cuanto a las materias que pueden ser 
objeto de la delegación legislativa (arts. 203 y 236,8); y quinto, la posibi-
lidad que tiene el Presidente de la República para disolver las Cámaras 
Legislativas en el caso de que se produzcan tres votos de censura co-
ntra el Vicepresidente de la República (art. 236,21). 

Por último, debe señalarse en relación con la separación de pode-
res, que en la Constitución de 1999 lamentablemente se trastocó la tra-
dicional concepción constitucional de la sujeción del poder militar al 
poder civil, estableciéndose, al contrario, un régimen específico sobre 
la “seguridad de la Nación” y de la Fuerza Armada (arts. 322 y sgts.), 
cuyo único vínculo con el poder civil, materialmente, es la coincidencia 
de la figura del Presidente de la República con el de Comandante en 
Jefe de la Fuerza Armada Nacional (art. 236,5). Además, se atribuyó al 
Presidente de la República la potestad de ejercer el mando supremo de 
la Fuerza Armada Nacional, la de promover sus oficiales a partir del 
grado de coronel o capitán de navío (arts. 236, 5 y 6), correspondiendo 
a la propia Fuerza Armada Nacional las otras promociones.  

La Constitución de 1999, por tanto, está imbuida de un militaris-
mo nunca conocido en el constitucionalismo venezolano anterior, el 
cual se concretiza, entre otros, en las siguientes regulaciones que apun-
tan a la eliminación de la tradicional subordinación de la autoridad mi-
litar a la civil: primero, la eliminación de la prohibición que establecían 
las Constituciones anteriores del ejercicio simultáneo de autoridad civil 
y autoridad militar; segundo, la eliminación del control por parte del 
Parlamento de los ascensos militares; tercero, el abandono de la previ-
sión constitucional del carácter no deliberante y apolítico de la institu-
ción militar; cuarto, la eliminación de la obligación constitucional de 
velar por la estabilidad de las instituciones democráticas que preveía la 
Constitución de 1961; quinto, la atribución a los militares del derecho 
al sufragio activo (art. 330); sexto, el establecimiento del privilegio del 
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antejuicio de mérito ante el Tribunal Supremo de Justicia para el enjui-
ciamiento de altos oficiales (art. 266,3); séptimo, la atribución a la Fuer-
za Armada del control sobre todas las armas, incluso las civiles (art. 
324); octavo, la atribución a la Fuerza Armada Nacional de competen-
cias generales la materia de policía administrativa (art. 329); y por úl-
timo, la introducción a la Constitución de principios relativos a la doc-
trina de la seguridad nacional, globalizante y omnicomprensiva, aban-
donada en el constitucionalismo latinoamericano de las últimas déca-
das (art. 322 y sigts). 

Lamentablemente, las reformas constitucionales antes referidas re-
lativas a aspectos de concentración del poder y debilitamiento de la au-
tonomía e independencia entre los poderes públicos; al presidencialis-
mo exacerbado, y al militarismo; han configurado un marco constitu-
cional abierto al autoritarismo “democrático” o de presidencialismo 
plebiscitario, que puede llegar a impedir toda idea de democracia ba-
sada en la participación política, y pretender centrar las relaciones de 
poder en una supuesta relación directa entre un líder y el pueblo, sin 
siquiera la intermediación de partidos, y sólo con un “partido militar” 
que, con el apoyo de la fuerza, apuntale un sistema político populista. 
Todas esas reformas constitucionales, por supuesto, en nada han con-
tribuido a la democratización del Estado y del país. 

CONCLUSIÓN 

Del panorama anterior resulta, por tanto, que la reforma política 
para el perfeccionamiento de la democracia, todavía es una tarea pen-
diente en Venezuela. En 1999, luego de un proceso constituyente, se 
adoptó una nueva Constitución, sin duda, con un conjunto importante 
de reformas constitucionales; sin embargo, las mismas no llegan a con-
figurarse como el proceso de reforma que exigía la democracia venezo-
lana, para sustituir el Estado democrático centralizado de partidos por 
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un Estado, igualmente democrático, pero descentralizado y participa-
tivo. 

El proceso constituyente de Venezuela, en 1999, por tanto, no con-
dujo a una mayor democratización del país y, al contrario fue utilizado 
para constitucionalizar el autoritarismo, el cual, en definitiva, ha de-
mostrado ser un instrumento profundamente antidemocrático. 

Por ello, puede decirse que el régimen constitucional de 1999, no 
es un régimen constitucional definitivo y consolidado; pues ni siquiera 
logró ser el producto de un consenso político. Al contrario, fue el resul-
tado de la imposición de un grupo político sobre el resto de la pobla-
ción. Su duración, por tanto, es previsible que sea corta, tanta como 
dure en el control del poder, el grupo que lo asaltó en 1999. 

La Constitución de 1999, por tanto, puede considerarse como una 
Constitución de transición, dictada en medio de la crisis de un sistema 
político, pero que no ha producido su solución. En el futuro, por tanto, 
continúa pendiente la realización de la reforma del sistema político pa-
ra su democratización, la cual no se logró realizar por la Asamblea Na-
cional Constituyente de 1999. 

No es de extrañar, por tanto, que en poco tiempo se vuelva a plan-
tear en Venezuela la necesidad de convocar una Asamblea Constitu-
yente para que se configure como instancia de conciliación política y 
de reforma política para perfeccionar la democracia; es decir, para que 
asuma la tarea en la cual la Asamblea de 1999 fracasó. Ojalá, en todo 
caso, que Venezuela no tenga que pasar por una guerra para llegar a 
ello. 

 


